
 

En atención a lo dispuesto en el artículo 73, segundo párrafo, 

de la Ley de Amparo, así como en la jurisprudencia de rubro: 

“PROYECTOS DE RESOLUCIÓN DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN Y DE LOS TRIBUNALES 

COLEGIADOS DE CIRCUITO. SÓLO DEBEN PUBLICARSE 

AQUELLOS EN LOS QUE SE ANALICE LA 

CONSTITUCIONALIDAD O LA CONVENCIONALIDAD DE UNA 

NORMA GENERAL, O BIEN, SE REALICE LA 

INTERPRETACIÓN DIRECTA DE UN PRECEPTO 

CONSTITUCIONAL O DE UN TRATADO INTERNACIONAL EN 

MATERIA DE DERECHOS HUMANOS.”1 
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Ciudad de México. La Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, en la sesión correspondiente al día __ de 

___ de dos mil diecisiete, emite la siguiente: 

 

S E N T E N C I A 

 

                                                           
1 Jurisprudencia P./J.53/2014 (10ª), publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 

Décima Época, Pleno, Libro 12, Noviembre de 2014, Tomo I, Página 61. 
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Mediante la que se resuelve el amparo directo en revisión 

4759/2015, (…) 

 

IV. ESTUDIO DE FONDO 

 

I. Tortura investigada como violación a los derechos 
humanos de la persona sometida a algún procedimiento 
penal. 
 

1. Al analizar la sentencia recurrida se observa que el tribunal 

colegiado desestimó el alegato de tortura formulado por el 

quejoso, pues consideró que no existía prueba que demostrara 

tal circunstancia; de lo que se sigue que el órgano judicial de 

amparo interpretó implícitamente que correspondía al quejoso 

la carga procesal de allegar elementos de convicción que 

pudieran demostrar los actos de tortura denunciados. 

 

2. Así, esta Primera Sala procede a verificar si esa interpretación 

respecto a la carga de la prueba para demostrar la existencia 

de actos constitutivos de tortura, así como la omisión de realizar 

una investigación para esclarecer ese alegato y dar vista al 

agente del Ministerio Público, es acorde al parámetro de 

regularidad constitucional establecido por esta Suprema Corte 

de Justicia de la Nación. 

 

3. La interrogante planteada debe responderse en el presente 

caso en sentido negativo y para explicar las razones en que se 

sustenta esa afirmación, es necesario hacer referencia al 

conjunto de pronunciamientos que esta Suprema Corte de 
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Justicia de la Nación ha realizado sobre la temática sometida a 

análisis. 

 

4. Para tal efecto, en la presente ejecutoria se esquematiza la 

doctrina constitucional que hasta el momento ha desarrollado 

este Tribunal Constitucional, como premisa básica y necesaria 

para establecer los parámetros que deben observarse por las 

autoridades del Estado a efecto de dar cumplimiento al 

imperativo establecido en el artículo 1º de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos,2 respecto de las 

obligaciones de prevenir, investigar, sancionar y reparar las 

violaciones a derechos humanos, entre las que se encuentran 

los actos de tortura. 

 

5. Esta Primera Sala ha sentado criterio en el que se establece 

que las consecuencias y efectos de los actos de tortura que se 

dice ha sufrido una persona sometida a un proceso penal 

                                                           
2 “Artículo 1°. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos 

humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado 

Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá 

restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución 

establece. 

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta 

Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las 

personas la protección más amplia. 

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, 

respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de 

universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado 

deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los 

términos que establezca la ley. 

Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los esclavos del extranjero que 

entren al territorio nacional alcanzarán, por este solo hecho, su libertad y la protección de las 

leyes. 

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, 

las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las 

preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y 

tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas.”. 
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actualizan una categoría especial y de mayor gravedad que 

impone hacer un análisis cuidadoso bajo los estándares 

nacionales e internacionales, en tanto que tales actos impactan 

en dos vertientes, siendo éstas: la violación a derechos 

humanos con trascendencia dentro del proceso y la 

configuración del delito de tortura. 

 

6. Bajo esa premisa, ha sido considerado que las personas 

inculpadas que denuncien actos de tortura tienen el derecho a 

que las autoridades intervengan de forma expedita para que su 

acusación sea investigada y, en su caso, examinada a través 

de un juicio penal y, en ese sentido, se ha sostenido que existe 

la obligación de las autoridades de investigar la acusación de 

tortura para que de darse el supuesto, se esclarezca como 

delito, habiéndose señalando también que las autoridades 

tienen la obligación de realizar y proseguir de modo diligente las 

investigaciones necesarias para deslindar responsabilidades 

por su comisión. 

 

7. Asimismo, se ha determinado que la obligación de salvaguardar 

el derecho fundamental que se traduce en la prohibición de la 

tortura, recae en todas las autoridades del país y no solo en 

aquellas que deban investigar y juzgar el caso, así como que 

atento al principio interpretativo pro persona, para efectos del 

mencionado derecho, debe considerarse como denuncia de un 

acto de tortura a todo tipo de noticia o aviso que sobre ese 

hecho se formule ante cualquier autoridad con motivo de sus 

funciones. 
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8. De igual modo, sobresale en el criterio que cuando una persona 

ha sido sometida a tortura para quebrantar la expresión 

espontánea de su voluntad, deben excluirse las pruebas 

obtenidas mediante esa coacción. 

 

9. Aunado a que la omisión del juez de investigar oficiosamente 

sobre actos de tortura alegados por los inculpados, constituye 

una violación al procedimiento penal que trasciende al 

resultado del fallo, porque de resultar positiva la investigación, 

la sentencia condenatoria se basará, entre otras probanzas, en 

una confesión (si es el caso) obtenida con base en actos de 

tortura. 

 

10. Lo que antes se ha relacionado, encuentra sustento en el texto 

de las tesis 1ª. CCV/2014 (10ª.) y 1ª. CCVI/2014 (10ª.), emitidas 

por este órgano de control constitucional, que establecen: 

 

“TORTURA. CONSTITUYE UNA CATEGORÍA 

ESPECIAL Y DE MAYOR GRAVEDAD QUE IMPONE 

LA OBLIGACIÓN DE UN ESCRUTINIO ESTRICTO 

BAJO LOS ESTÁNDARES NACIONALES E 

INTERNACIONALES. La prohibición de la tortura como 

derecho absoluto se reconoce y protege como jus 

cogens en armonía con el sistema constitucional y 

convencional. En ese sentido, el artículo 22, primer 

párrafo, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, proscribe la tortura, mientras que el 

artículo 29 de la propia Constitución Federal enfatiza 

que la prohibición de tortura y la protección a la 

integridad personal son derechos que no pueden 

suspenderse ni restringirse en ninguna situación, 
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incluyendo los casos de invasión, perturbación grave de 

la paz pública, o cualquier otro que ponga a la sociedad 

en grave peligro o conflicto. Además, la integridad 

personal es el bien jurídico cuya protección constituye el 

fin y objetivo principal para prohibir la tortura, así como 

otros tratos y penas crueles, inhumanas o degradantes, 

lo cual también se prevé en los artículos 5 de la 

Declaración Universal de los Derechos Humanos, así 

como 7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos. Además, las obligaciones adquiridas por 

México, en la Convención Interamericana para Prevenir 

y Sancionar la Tortura, incluyen tipificarla como delito, 

investigar toda denuncia o presunto caso de ella, así 

como de excluir toda prueba obtenida por la misma. En 

ese orden, la tortura actualiza una categoría especial y 

de mayor gravedad que impone hacer un análisis 

cuidadoso bajo los estándares nacionales e 

internacionales, tanto en su impacto de violación de 

derechos humanos como de delito.”  

 

“TORTURA. LA OMISIÓN DEL JUEZ DE 

INVESTIGARLA OFICIOSAMENTE CUANDO LA 

ALEGUE EL PROCESADO, CONSTITUYE UNA 

VIOLACIÓN AL PROCEDIMIENTO QUE TRASCIENDE 

AL RESULTADO DEL FALLO. El artículo 173, fracción 

VIII, de la Ley de Amparo, al establecer que en los 

juicios del orden penal se considerarán violadas las 

leyes del procedimiento, de manera que su infracción 

afecte a las defensas del quejoso, cuando, entre otros 

supuestos, no se respete al imputado el derecho a 

declarar o guardar silencio, la declaración del imputado 

se obtenga mediante incomunicación, intimidación, 

tortura o sin presencia de su defensor, o cuando el 

ejercicio del derecho a guardar silencio se utilice en su 

perjuicio; así, la omisión del juez de investigar 

oficiosamente sobre actos de tortura alegados por los 

procesados constituye una violación al procedimiento 

que trasciende al resultado del fallo, porque de resultar 

positiva la investigación, la sentencia condenatoria se 
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basará, entre otras probanzas, en una confesión 

obtenida mediante coacción.”  

 

11. En adición a lo referido, también se pone de relieve el criterio 

jurisprudencial 10/2016 (10ª.), emitido por esta Primera Sala al 

resolver la contradicción de tesis 315/2014, en el que se 

estableció que el inculpado en un proceso penal, por 

disposición constitucional y convencional, ante la denuncia de 

haber sido víctima de tortura, cuenta con el derecho 

fundamental de que la autoridad judicial investigue los actos 

denunciados.  

 

12. Además, en el criterio jurisprudencial señalado también se 

establece que esa obligación de investigación constituye una 

formalidad esencial del procedimiento, al incidir sobre las 

efectivas posibilidades de defensa del inculpado previo al 

correspondiente acto de autoridad privativo de sus derechos. 

 

13. Es decir, que al ser la tortura una violación a derechos humanos 

de la que es posible que se puedan obtener datos o elementos 

de prueba que con posterioridad se utilicen para sustentar una 

imputación de carácter penal contra la persona identificada 

como presunta víctima de la tortura, resulta evidente que existe 

una clara relación entre la violación a derechos humanos con el 

debido proceso. Lo cual implica que, luego de realizarse la 

investigación que es necesaria para determinar si se actualizó o 

no la tortura, de obtenerse un resultado positivo, entonces la 

autoridad que tenga a cargo resolver la situación jurídica de la 

víctima de violación a derechos humanos, estará obligada a 
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realizar un estudio escrupuloso de los elementos en que se 

sustenta la imputación al tenor de los parámetros 

constitucionales fijados en relación con las reglas de exclusión 

de las pruebas ilícitas. 

 

14. Por tanto, se estableció que soslayar una denuncia de tortura, 

sin que se realice la investigación correspondiente, ubica 

necesariamente en estado de indefensión a quien la alega, ya 

que al no verificar su dicho, se deja de analizar una eventual 

ilicitud de las pruebas con las que se dictará sentencia. 

 

15. Asimismo, el derecho a la integridad personal (física, psíquica y 

moral) comprende además, como una especie, el derecho 

fundamental a no ser torturado, ni a ser sometido a tratos o 

penas crueles, inhumanos o degradantes con objeto de obtener 

información o una confesión dentro del proceso criminal. 

 

16. En ese orden de ideas, puede afirmarse válidamente que el 

núcleo, objetivo y fin último de la prohibición de la tortura y otro 

tipo de tratos crueles, inhumanos o degradantes, es en realidad 

la tutela de un derecho fundamental más amplio, a saber: la 

integridad personal (física, psíquica y moral)3, derivado de la 

dignidad humana; por tanto, inherente a su esencia, es un 

derecho absolutamente fundamental del que gozan todas las 

                                                           
3 Un entendimiento amplio de derecho a la integridad personal (física, psíquica y moral) 

abarcaría el cuerpo humano con todos sus componentes, desde las moléculas que forman sus 

genes, hasta su anatomía y apariencia, así como las potencialidades intelectuales y sensoriales, 

incluidas las que tienen que ver con la capacidad de experimentar dolor físico o padecimiento 

psicológico o moral. Véase Canosa, Raúl, et al., El derecho a la integridad personal, en García 

Roca, Javier, et al. (edit.), El Diálogo entre los Sistemas Europeo y Americano de Derechos 

Humanos, Madrid, Civitas-Thomson Reuters, página 140. 
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personas por el solo hecho de ser seres humanos.  

 

17. Es por ello que el derecho internacional dispone de varios 

instrumentos convencionales y declarativos que prohíben en 

términos absolutos la práctica de la tortura y otros tratos o 

penas crueles, inhumanas o degradantes y debido a su 

gravedad y la capacidad de reducir la autonomía de la persona 

y la dignidad humana a grados ignominiosos. Prohibición que 

ha llegado a ser considerada, incluso, como una norma de jus 

cogens, de derecho absoluto que por su propia naturaleza está 

exento de cualquier negociación4. 

 

18. Desde esta perspectiva, no procede imponer condiciones de 

oportunidad para formular la denuncia de tortura, porque 

como se ha precisado, constituye un acto que viola 

directamente el derecho humano a la dignidad humana, así 

como los derechos de libertad personal y a contar con una 

defensa adecuada por parte de la persona sujeta a un 

procedimiento penal, respecto del cual se aduce que se 

sustenta en pruebas ilícitas por tener su origen en actos de 

tortura. 

 

19. Es decir, la denuncia de tortura contra una persona a la que se 

le instruye o instruyó un proceso penal no debe sujetarse a 

condiciones de preclusión. Por tanto, el alegato debe ser 

                                                           
4 En esa línea argumentativa, se resalta que los derechos humanos al ser consubstanciales a la 

naturaleza humana no se extinguen y por tanto tendrán vigencia en tanto existan “seres 

humanos”. Al respecto, Gros Espiell sostiene que “los Derechos Humanos no se extinguirán 

nunca, pues siempre existirán ontológicamente”. Citado por Alejandro A. Gama Urbiza, 

Imprescriptibilidad de la Acción Penal en los Delitos de Violación de la Libertad Sexual. 
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atendido con independencia del momento en que se haga valer 

y no puede condicionarse a la preparación de la violación. 

 

20. Ello implica que la denuncia o existencia de indicios de 

ocurrencia de la práctica de la tortura, en el contexto genérico 

de delito o cometida contra una persona sujeta a cualquier tipo 

de procedimiento penal por atribuírsele que cometió un delito, 

actualiza la obligación de investigación de la autoridad que 

conozca en ese momento del caso. Lo cual involucra tanto a 

autoridades administrativas -agentes de cuerpos de seguridad 

pública y Ministerio Público- así como autoridades judiciales de 

primera o segunda instancia, que durante el trámite de un 

proceso penal tengan conocimiento de una denuncia o advierta 

la existencia de evidencia razonable o tenga razón fundada 

para creer que se ha cometido un acto de tortura contra el 

inculpado; y, también a los órganos de control constitucional 

que, en el ámbito de sus competencias, al conocer de un juicio 

de amparo indirecto o directo tengan información sobre la 

comisión de un hecho de tortura. 

 

21. De lo cual se advierte la referida obligación internacional de 

procesar y, si se determina su responsabilidad penal, sancionar 

a los autores de violaciones de derechos humanos. Lo cual 

tiene como sustento la garantía consagrada en el artículo 1.1 de 

la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 

Obligación que implica el deber de los Estados, parte de 

organizar todo el aparato gubernamental y, en general, todas 

las estructuras a través de las cuales se manifiesta el ejercicio 
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del poder público, de manera tal que sean capaces de asegurar 

jurídicamente el libre y pleno ejercicio de los derechos 

humanos5. 

 

22. Ante ese panorama, se llegó a la convicción en esos criterios 

que si bien la autoridad jurisdiccional debe realizar la 

investigación oficiosa de los alegados actos de tortura a fin de 

establecer si la referida denuncia actualiza violación a derechos 

fundamentales dentro del proceso penal, lo que conllevó a 

precisar que toda omisión de la autoridad judicial de realizar la 

señalada investigación de manera oficiosa, constituye una 

violación a las leyes que rigen el procedimiento, con 

trascendencia a las defensas de los quejosos; y, 

consecuentemente, debe ordenarse la reposición del 

procedimiento de primera instancia para realizar la 

investigación correspondiente y analizar la denuncia de 

actos de tortura, únicamente desde el punto de vista de 

violación a derechos humanos dentro del proceso penal, a 

fin de corroborar si existió o no dicha transgresión para los 

efectos probatorios al momento de dictar la sentencia, es 

decir, previo a la afectación de derechos del inculpado. 

 

23. Lo que se ha explicitado encuentra sustento en el mencionado 

criterio jurisprudencial 10/2016 (10ª.), emitido por esta Primera 

Sala, que se identifica con el rubro y texto siguientes: 

 

                                                           
5 Cfr. Caso Velásquez Rodríguez. Fondo, párrafo 166; Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña, 

párrafo 65; Caso De la Masacre de las Dos Erres, párrafo. 234, y Caso Gomes Lund y otros 

(Guerrilha do Araguaia), párrafo 140. 
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“ACTOS DE TORTURA. LA OMISIÓN DEL JUEZ 

PENAL DE INSTANCIA DE INVESTIGAR LOS 

DENUNCIADOS POR EL IMPUTADO, CONSTITUYE 

UNA VIOLACIÓN A LAS LEYES DEL 

PROCEDIMIENTO QUE TRASCIENDE A SU 

DEFENSA Y AMERITA LA REPOSICIÓN DE ÉSTE. Si 

los gobernados, constitucional y convencionalmente 

tienen el derecho fundamental a que el Estado 

investigue las violaciones a sus derechos humanos, en 

específico, el derecho a no ser objeto de tortura, la 

autoridad judicial, como parte integral del Estado 

Mexicano, ante la denuncia de que un gobernado ha 

sido víctima de aquélla, tiene la obligación de 

investigarla; lo que se constituye en una formalidad 

esencial del procedimiento, al incidir sobre las efectivas 

posibilidades de defensa de los gobernados previo al 

correspondiente acto de autoridad privativo de sus 

derechos. Ello, porque al ser la tortura una violación a 

los derechos humanos de la que pueden obtenerse 

datos o elementos de prueba que con posterioridad se 

utilicen para sustentar una imputación de carácter penal 

contra la presunta víctima de la tortura, se advierte una 

relación entre la violación a derechos humanos y el 

debido proceso; lo cual implica que, luego de realizarse 

la investigación necesaria para determinar si se 

actualizó o no la tortura, de obtenerse un resultado 

positivo, la autoridad que tenga a cargo resolver la 

situación jurídica de la víctima de violación a derechos 

humanos, estará obligada a realizar un estudio 

escrupuloso de los elementos en que se sustenta la 

imputación al tenor de los parámetros constitucionales 

fijados en relación con las reglas de exclusión de las 

pruebas ilícitas. Por tanto, soslayar una denuncia de 

tortura, sin realizar la investigación correspondiente, 

coloca en estado de indefensión a quien la alega, ya que 

la circunstancia de no verificar su dicho implica dejar de 

analizar una eventual ilicitud de las pruebas con las que 

se dictará la sentencia. Así, la omisión de la autoridad 

judicial de investigar una denuncia de tortura como 
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violación a derechos fundamentales dentro del proceso 

penal, constituye una violación a las leyes que rigen el 

procedimiento, que trasciende a las defensas del 

quejoso, en términos de los artículos 173, fracción XXII, 

de la Ley de Amparo, 1o., párrafo tercero, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

así como 1, 6, 8 y 10 de la Convención Interamericana 

para Prevenir y Sancionar la Tortura y, 

consecuentemente, debe ordenarse la reposición del 

procedimiento de primera instancia para realizar la 

investigación correspondiente y analizar la denuncia de 

tortura, únicamente desde el punto de vista de violación 

de derechos humanos dentro del proceso penal, a efecto 

de corroborar si existió o no dicha transgresión para los 

efectos probatorios correspondientes al dictar la 

sentencia.”  

 

24. En consecución con lo relatado, resultó oportuno en esos 

criterios precisar que la reposición del procedimiento con motivo 

de la violación a las leyes que lo rigen por la omisión de la 

autoridad judicial de realizar la investigación de los actos de 

tortura denunciados por el inculpado, debe ordenarse a partir de 

la diligencia anterior al auto de cierre de instrucción, pues se 

estima que la reposición tiene como justificación que se 

investiguen los actos de tortura alegados para verificar su 

existencia y no la actualización de alguna otra violación 

concreta y constatada al derecho de defensa del imputado. 

 

25. Además, porque no existía razón para que se afectara todo lo 

desahogado en el proceso, pues en caso de que la existencia 

de actos de tortura no se constate con la investigación, las 

correspondientes actuaciones y diligencias subsistirán 

íntegramente en sus términos; y, para el caso de que se 
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acredite su existencia, los efectos únicamente trascenderán en 

relación con el material probatorio que en su caso será objeto 

de exclusión al dictar la sentencia; de ahí que la reposición del 

procedimiento deberá realizarse hasta la diligencia inmediata 

anterior al auto de cierre de instrucción, tratándose del sistema 

penal tradicional. 

 

26. Lo que se ha establecido se apoya en el criterio jurisprudencial 

11/2016 (10ª.), emitido por esta Primera Sala, en la resolución 

de la citada contradicción de tesis 315/2014, que se identifica 

con el rubro y texto siguientes: 

 

“ACTOS DE TORTURA. LA REPOSICIÓN DEL 

PROCEDIMIENTO, CON MOTIVO DE LA VIOLACIÓN 

A LAS LEYES QUE LO RIGEN POR LA OMISIÓN DE 

INVESTIGAR LOS DENUNCIADOS POR EL 

IMPUTADO, DEBE ORDENARSE A PARTIR DE LA 

DILIGENCIA INMEDIATA ANTERIOR AL AUTO DE 

CIERRE DE INSTRUCCIÓN. La violación al debido 

proceso, derivada de la omisión de investigar la 

existencia de actos de tortura, con motivo de una 

denuncia o la existencia de indicios concordantes para 

suponer bajo un parámetro de probabilidad razonable de 

que la violación a derechos humanos aconteció, da lugar 

a que la vía de reparación óptima sea ordenar la 

reposición del procedimiento con la finalidad de realizar 

la investigación respectiva. Lo anterior, porque sólo será 

posible determinar el impacto de la tortura en el proceso 

penal, una vez que ésta se acredite, como resultado de 

una investigación exhaustiva y diligente. Así, la 

reposición del procedimiento tiene como justificación que 

se investiguen los actos de tortura alegados para 

verificar su existencia, y no por la actualización de 

alguna otra violación concreta y constatada al derecho 

de defensa del imputado; por tanto, no existe razón para 



 
AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 4759/2015 

15 
 

que se afecte todo lo desahogado en el proceso, pues 

en caso de que la existencia de actos de tortura no se 

constate con la investigación, las correspondientes 

actuaciones y diligencias subsistirán íntegramente en 

sus términos; y para el caso de que se acredite su 

existencia, los efectos únicamente trascenderán en 

relación con el material probatorio que en su caso será 

objeto de exclusión al dictar la sentencia; de ahí que la 

reposición del procedimiento deberá realizarse hasta la 

diligencia inmediata anterior al auto de cierre de 

instrucción, tratándose del sistema penal tradicional.”  

 

27. En atención a todo lo destacado se concluye que el tribunal 

colegiado al emitir su pronunciamiento, no observó los 

lineamientos a que se contraen los criterios aislados y 

jurisprudenciales que se han referido en este estudio, en donde 

se establece la obligación de la autoridad jurisdiccional de 

primera instancia de obtener pruebas de forma oficiosa 

respecto de los actos de tortura que denuncie el inculpado 

haber sufrido -o cuando de ellos tenga noticia de alguna otra 

forma- desde la perspectiva de violación a derechos humanos 

con trascendencia en el proceso penal. 

 

28. Se considera que la postura del tribunal colegiado resulta 

incompatible con la doctrina constitucional desarrollada por esta 

Primera Sala respecto al derecho humano de no ser objeto de 

tortura, reconocido en el artículo 22 de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, porque el tribunal recurrido 

se limitó a revertir la carga probatoria para la acreditación del 

acto de tortura en perjuicio del quejoso, pues manifestó que no 

existían elementos de prueba suficiente que pudieran tener por 
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demostrada la tortura alegada. 

 

29. Ahora bien, tratándose de la tortura, esta Primera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación ha redireccionado su 

criterio en el sentido de que la violación al derecho fundamental 

a no ser objeto de tortura, única y exclusivamente impacta en 

el proceso penal cuando el inculpado ha emitido confesión 

lisa y llana de los hechos; y, por tanto, cuando esta confesión 

no existe, a ningún sentido práctico conduce ordenar la 

reposición del procedimiento para que se investigue la denuncia 

de tortura; pues al no generar consecuencias procesales, por 

no haber confesión que excluir, con la reposición del 

procedimiento sólo se incidirá en perjuicio del derecho 

fundamental de pronta y expedita impartición de justicia que se 

consagra en el artículo 17 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos. 

 

30. Efectivamente, la reposición del procedimiento solamente debe 

acontecer cuando exista un posible impacto en el proceso 

seguido en su contra, es decir, si como consecuencia de la 

tortura denunciada existieran declaraciones, confesiones o 

alguna otra clase de información autoincriminatoria, porque 

sólo de esa forma tendrá trascendencia en el proceso, en tanto 

que no la habrá si los inculpados a pesar de aducir que fueron 

objeto de dicha violación no reconocen los hechos imputados o 

se abstienen de declarar, dado que no existirá repercusiones en 

su contra. 
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31. Ilustra lo relatado la tesis 1a. CCV/2016 (10a.)6 de esta Primera 

Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro y 

texto: 

 

“TORTURA. ES INNECESARIO REPONER EL 

PROCEDIMIENTO CUANDO NO EXISTA CONFESIÓN 

DE LOS HECHOS IMPUTADOS O CUALQUIER ACTO 

QUE CONLLEVE AUTOINCRIMINACIÓN DEL 

INCULPADO. En el criterio emitido por esta Primera 

Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la 

jurisprudencia 1a./J. 10/2016 (10a.), (1) de rubro: 

"ACTOS DE TORTURA. LA OMISIÓN DEL JUEZ 

PENAL DE INSTANCIA DE INVESTIGAR LOS 

DENUNCIADOS POR EL IMPUTADO, CONSTITUYE 

UNA VIOLACIÓN A LAS LEYES DEL 

PROCEDIMIENTO QUE TRASCIENDE A SU DEFENSA 

Y AMERITA LA REPOSICIÓN DE ÉSTE.", se establece 

que la omisión de la autoridad judicial de investigar una 

denuncia de tortura como violación a derechos 

fundamentales con repercusión en el proceso penal, 

constituye una violación a las leyes que rigen el 

procedimiento, que trasciende a las defensas del 

quejoso en términos de los artículos 173, fracción XXII, 

de la Ley de Amparo, 1o., párrafo tercero, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

así como 1, 6, 8 y 10 de la Convención Interamericana 

para Prevenir y Sancionar la Tortura y, 

consecuentemente, debe ordenarse la reposición del 

procedimiento de primera instancia para realizar la 

investigación correspondiente y analizar la denuncia de 

tortura, únicamente desde el punto de vista de violación 

de derechos humanos dentro del proceso penal, a efecto 

de corroborar si existió o no dicha transgresión para los 

fines probatorios correspondientes al dictar la sentencia. 

No obstante, en aquellos casos en que no exista 

confesión o algún otro acto que implique 

                                                           
6 Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 33, Agosto de 2016, 

Tomo II, p. 789. 
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autoincriminación como consecuencia de los actos de 

tortura alegados, no resulta procedente ordenar la 

reposición del procedimiento de conformidad con la 

jurisprudencia antes citada, pues en esos supuestos la 

violación a derechos humanos derivada de la tortura 

carece de trascendencia en el proceso penal por no 

haber impacto; sin embargo, fuera de esos supuestos de 

excepción, deberá procederse como se describe en el 

criterio jurisprudencial de referencia. Es decir, que la 

jurisprudencia a que se alude tendrá aplicación siempre 

que se trate de asuntos en los que, como consecuencia 

de la tortura, se haya verificado la confesión o cualquier 

manifestación incriminatoria del inculpado, porque en tal 

caso, la autoridad jurisdiccional estará obligada a 

realizar una investigación a fin de determinar si se 

actualizó o no la tortura y, de corroborarse ésta, deberá 

ceñirse a los parámetros constitucionales fijados en 

relación con las reglas de exclusión de las pruebas 

ilícitas, esto es, que de no acreditarse el señalado 

supuesto de excepción, el citado criterio jurisprudencial 

operará en sus términos.” 

 

32. Lo expuesto se robustece con la doctrina constitucional 

desarrollada en relación con las reglas de exclusión probatoria 

ante la demostración de la correspondiente violación de 

derechos humanos con impacto en el proceso penal seguido en 

contra de la víctima de la tortura, en la que esta Primera Sala 

ha sido firme en sostener, que si se pretende el respeto al 

derecho de ser juzgado por tribunales imparciales y el derecho 

a una defensa adecuada, una prueba obtenida de forma 

irregular, ya sea por contravenir el orden constitucional o el 

legal, debía ser considerada como inválida; por tanto, ninguna 

prueba que fuera en contra del derecho debía ser admitida y, si 

pese a ello ya se había desahogado, debía restársele todo valor 
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probatorio. 

 

33. Sobre esa premisa se estableció que tratándose de la tortura, 

en el supuesto de haberse determinado su existencia como 

violación al derecho humano de debido proceso, se debe excluir 

todo medio de convicción que se hubiera obtenido o que 

derivara directamente de la misma. Lo que comprende 

declaraciones, confesiones y toda clase de información 

incriminatoria resultado de éstas. 

 

34. Al respecto, se dijo que se debe atender la jurisprudencia que 

emitió la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el 

caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México, donde 

determinó: 

 

“167. Por otra parte, este Tribunal considera que las 

declaraciones obtenidas mediante coacción no suelen 

ser veraces, ya que la persona intenta aseverar lo 

necesario para lograr que los tratos crueles o la tortura 

cesen. Por lo anterior, para el Tribunal, aceptar o dar 

valor probatorio a declaraciones o confesiones obtenidas 

mediante coacción, que afecten a la persona o a un 

tercero, constituye a su vez una infracción a un juicio 

justo. Asimismo, el carácter absoluto de la regla de 

exclusión se ve reflejado en la prohibición de otorgarle 

valor probatorio no sólo a la prueba obtenida 

directamente mediante coacción, sino también a la 

evidencia que se desprende de dicha acción. En 

consecuencia, la Corte considera que excluir la prueba 

que haya sido encontrada o derivada de la información 

obtenida mediante coacción, garantiza de manera 

adecuada la regla de exclusión.” 
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35. Al tenor de esos lineamientos, se aprecia que la reposición del 

procedimiento que en su caso se ordene con motivo de una 

denuncia de tortura, tiene por objeto que se verifique, a través 

de los medios de prueba correspondientes, si se acredita o no 

la respectiva violación de derechos fundamentales; y, de ser 

así, debe analizarse la forma en que impacta en el proceso 

penal, a fin de proceder a la exclusión de las declaraciones, 

confesiones y toda clase de información incriminatoria que 

resulten de la aludida violación. 

 

36. No obstante, según se dijo, en el ámbito del proceso penal, la 

violación al derecho fundamental a no ser objeto de tortura, 

impacta única y exclusivamente sobre la confesión que en su 

caso hubiera rendido el inculpado o cualquier elemento 

probatorio que tenga como fuente directa la tortura; y, por tanto, 

cuando no existe el reconocimiento de los hechos que se 

imputan a los inculpados por negativa o abstención, a ningún 

sentido práctico conduce ordenar la reposición del 

procedimiento para que se investigue la correspondiente 

denuncia de tortura, al no tener consecuencias procesales, 

precisamente, por no haber prueba que excluir. 

 

37. En lo conducente, resulta ilustrativa la tesis aislada 1a. 

CCCXXVI/2015 (10a.), sustentada por esta Primera Sala, de 

rubro y texto siguientes:  

 

“PRUEBA ILÍCITA. LÍMITES DE SU EXCLUSIÓN. La 

exclusión de la prueba ilícita aplica tanto a la prueba 

obtenida como resultado directo de una violación 
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constitucional, como a la prueba indirectamente derivada 

de dicha violación; sin embargo, existen límites sobre 

hasta cuándo se sigue la ilicitud de las pruebas de 

conformidad con la cadena de eventos de la violación 

inicial que harían posible que no se excluyera la prueba. 

Dichos supuestos son, en principio, y de manera 

enunciativa y no limitativa, los siguientes: a) si la 

contaminación de la prueba se atenúa; b) si hay una 

fuente independiente para la prueba; y c) si la prueba 

hubiera sido descubierta inevitablemente. Sobre el 

primer supuesto, a saber, la atenuación de la 

contaminación de la prueba, se podrían tomar, entre 

otros, los siguientes factores para determinar si el vicio 

surgido de una violación constitucional ha sido 

difuminado: a) cuanto más deliberada y flagrante sea la 

violación constitucional, mayor razón para que el 

juzgador suprima toda evidencia que pueda ser 

vinculada con la ilegalidad. Así, si la violación es no 

intencionada y menor, la necesidad de disuadir futuras 

faltas es menos irresistible; b) entre más vínculos (o 

peculiaridades) existan en la cadena entre la ilegalidad 

inicial y la prueba secundaria, más atenuada la 

conexión; y c) entre más distancia temporal exista entre 

la ilegalidad inicial y la adquisición de una prueba 

secundaria, es decir, que entre más tiempo pase, es 

más probable la atenuación de la prueba. En relación 

con el segundo supuesto es necesario determinar si hay 

una fuente independiente para la prueba. Finalmente, el 

tercer punto para no excluir la prueba consistiría en 

determinar si ésta hubiera sido descubierta 

inevitablemente en el proceso. Dicho supuesto se 

refiere, en general, a elementos que constituyan prueba 

del delito que hubieran sido encontrados 

independientemente de la violación inicial. La aplicación 

del anterior estándar debe hacerse en cada caso 

concreto.” 
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38. Por tanto, esta Primera Sala reitera que lo determinado por el 

tribunal colegiado es incompatible con la doctrina constitucional 

de esta Primera Sala, derivado de que fue incorrecta la 

interpretación que realizó respecto de las obligaciones de las 

autoridades del Estado de prevenir, investigar, sancionar y 

reparar la violación a derechos humanos con motivo de actos 

de tortura. 

 

39. Efectivamente, pese a que el tribunal colegiado tuvo 

conocimiento de conductas relacionadas con el ilícito de tortura, 

negó la protección constitucional al quejoso, pues consideró 

que con todos los medios de prueba se acreditó su 

responsabilidad penal, además de que convalidó el valor 

probatorio que otorgó la autoridad responsable a su declaración 

ministerial, en la que confesó los hechos que se le imputaron. 

 

40. En la demanda de amparo (conceptos de violación segundo y 

séptimo) señaló que fue coaccionado en sede ministerial para 

declarar en el sentido en que lo hizo y ante esos señalamientos, 

el tribunal colegiado se limitó a indicar que no se demostró que 

el quejoso haya sido torturado. 

 

41. Como se ve, el órgano del conocimiento desestimó el alegato 

del quejoso arrojándole la carga de la prueba para demostrar 

que la declaración ministerial en la que aceptó su participación 

en el hecho delictivo, fue obtenida a través de actos de tortura, 

sin tomar en cuenta que de acuerdo con la doctrina antes 

expuesta, existe un estándar de prueba atenuado para acreditar 
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la tortura entendida como violación a derechos fundamentales; 

al quejoso no le corresponde la carga de la prueba respecto de 

los hechos calificados como tortura; y, debió conceder el 

amparo para el efecto de que la responsable ordenara la 

reposición del procedimiento y, el juez de la causa, a su vez, 

llevara a cabo una investigación al respecto. 

 

42. Sin embargo, no lo hizo así, minimizando, en consecuencia, 

una posible violación a los derechos humanos del quejoso. 

 

43. Lo que pone de manifiesto que esa postura del tribunal 

colegiado desconoce los criterios que esta Primera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido sobre el 

tema, en los que reiteradamente se ha señalado que 

corresponde al Estado la investigación de los hechos 

posiblemente constitutivos del delito de tortura ejercida en 

contra de una persona que está sujeta a un proceso penal. 

 

44. Máxime que, en el caso, con motivo de los actos de tortura, 

podría existir un impacto en el proceso penal instruido en 

contra del quejoso, ya que como se relató, desde la 

declaración ministerial aceptó su participación en los hechos; 

probanza que al haber sido concatenada con el diverso material 

probatorio existente en la causa penal, se tuvo por acreditado el 

delito imputado y su responsabilidad penal en la comisión del 

injusto penal. 
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45. En esas condiciones, conforme a lo relacionado, esta Primera 

Sala estima que es incorrecta la interpretación realizada por el 

tribunal colegiado respecto de las obligaciones de las 

autoridades del Estado de prevenir, investigar, sancionar y 

reparar la violación a derechos humanos con motivo de actos 

de tortura. 

 

II. Tortura investigada como delito. 

 

46. Por último, esta Primera Sala advierte que el tribunal colegiado 

de circuito inobservó que durante el proceso penal no se dio 

vista al Agente del Ministerio Público correspondiente, con la 

denuncia de posibles actos de tortura, realizada por el quejoso, 

para que se iniciara la investigación correspondiente. Lo 

anterior, amerita que esta instancia conmine al tribunal 

colegiado para que, a su vez, ordene dicha vista, a fin de que el 

agente del Ministerio Público que intervino en el proceso penal, 

inicie una investigación y verifique tal denuncia, conforme a los 

estándares nacionales e internacionales, a efecto de deslindar 

responsabilidades y, en su caso, esclarecer la denuncia sobre 

el delito de tortura. 

(…) 

 
EN TÉRMINOS DE LO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 116 DE LA LEY 
GENERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN 
PÚBLICA Y EN LO PREVISTO EN LOS ARTÍCULOS 68 Y 71, DE LA 
LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA 
INFORMACIÓN PÚBLICA, EN ESTA VERSIÓN PÚBLICA SE 
SUPRIME LA INFORMACIÓN CONSIDERADA LEGALMENTE COMO 
RESERVADA O CONFIDENCIAL QUE ENCUADRA EN ESOS 
SUPUESTOS NORMATIVOS 


